ACCION DE REPARACION DIRECTA - Ataque guerrillero / ATAQUE GUERRILLERO - Perpetrado en el Municipio de Jamundí, Departamento de Valle del Cauca / DESTRUCCION DE INMUEBLE - Daños indemnizados por compañía de seguros / DAÑO ANTIJURIDICO - Destrucción de establecimiento de comercio La 14 ubicado en el centro comercial Alfaguara el 8 de enero de 1999 con ocasión de actos terroristas 
Se encuentra acreditado que en la madrugada del 8 de enero de 1999, unos miembros de un grupo armado al margen de la ley realizaron un ataque contra el centro comercial Alfaguara ubicado en el municipio de Jamundí y en el curso de dicho ataque los subversivos destruyeron el establecimiento de comercio La 14, de propiedad de la sociedad Cacharrería la 14 S.A. ocasionando cuantiosos perjuicios materiales, los cuales fueron indemnizados por la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., en virtud de unos contratos de seguros celebrados entre las sociedades antes mencionadas, negocios jurídicos cuya efectividad dio lugar a que dicha sociedad se subrogara en los derechos de La 14, por ende, promover el presente proceso en contra del Estado.
ACCION DE REPARACION DIRECTA - Caducidad / CADUCIDAD ACCION DE REPARACION DIRECTA - Dos años / COMPUTO DEL TERMINO DE CADUCIDAD ACCION DE REPARACION DIRECTA - Cuando se configura la subrogación legal su conteo inicia a partir del día siguiente del pago de la indemnización por parte de la aseguradora al asegurado / CADUCIDAD ACCION DE REPARACION DIRECTA POR ACTOS TERRORISTAS - No operó por presentada dentro del término legal
En el presente asunto, como la aseguradora presentó la demanda en virtud de la subrogación legal que operó, dado el pago de la indemnización de los perjuicios al asegurado, el término de caducidad empezó a correr a partir del día siguiente en que la aseguradora se subrogó en tales derechos. Como el último pago de la indemnización que da lugar a dicha figura se efectuó el 10 de diciembre de 1999 y la demanda fue instaurada el 11 de enero de 2001, la acción se ejercitó dentro del término concedido para el efecto.

SUBROGACION LEGAL EN MATERIA DE SEGUROS - Faculta a la compañía aseguradora para ejercer acción judicial contra los responsables del daño antijurídico ocasionado / PAGO DE INDEMNIZACION POR OCURRENCIA DEL SINIESTRO - Conlleva a la subrogación del asegurador / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA DE LA COMPAÑIA SURAMERICANA DE SEGUROS S.A - Acreditada en virtud de contrato de seguro celebrado con la Cacharrería La 14 S.A.
En relación con la subrogación en materia de seguros, se tiene que los derechos de los que disponía el asegurado, como ejercer la acción judicial correspondiente y formular a través de ella pretensiones contra quienes considere responsables del daño ocasionado, se trasladan a la compañía aseguradora cuando esta última hubiere indemnizado en virtud del contrato de seguro celebrado entre las partes. (…) Dentro de ese contexto, se tiene que las sociedades Compañía Suramericana de Seguros S.A., y Cacharrería La 14 S.A., celebraron dos contratos de seguros y, en virtud de ellos, la aseguradora debió indemnizar al asegurado por los daños ocasionados al establecimiento de comercio La 14 como consecuencia de un ataque guerrillero, pago que se hizo en varias fechas, esto es, 12 de febrero, 8, 24 de marzo 30 de abril, 4 de junio, 3 y 10 de diciembre de 1999 razón por la cual, se encuentra acreditado que la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., se subrogó en los derechos del asegurado y, por tanto, se encuentra demostrada su legitimación en la causa por activa. NOTA DE RELATORIA: Referente a la subrogación del asegurador, consultar sentencia del 23 de julio de 2014, Exp. 32486, MP. Carlos Alberto Zambrano Barrera.
PRUEBA DOCUMENTAL - Material periodístico / RECORTES DE PRENSA - Valor probatorio / VALOR PROBATORIO DE PUBLICACION PERIODISTICA - Carecen de mérito probatorio por si misma por no dar fe de la veracidad y certidumbre de su contenido / MATERIAL PERIODISTICO - Puede ser valorado en conjunto con los demás medios de prueba 

También se allegó un material periodístico en el que se informa sobre la toma de la que fue objeto el centro comercial Alfaguara. En relación con estas pruebas, la Sala reitera que carecen de mérito probatorio por si solos, porque son indicadores solo de la percepción del hecho por parte de la persona que escribió la noticia y si bien son susceptibles de ser apreciadas como medio probatorio, en cuanto a la existencia de la noticia y de su inserción en medio representativo (periódico, televisión, Internet, etc.) no dan fe de la veracidad y certidumbre de la información que contienen; sin embargo, pueden ser valorados en conjunto con los demás medios de prueba. NOTA DE RELATORIA: Referente al valor probatorio de los artículos de prensa, consultar sentencia de unificación de 28 de agosto de 2014, Exp. 27709, MP. Carlos Alberto Zambrano Barrera.
ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Daño antijurídico, su imputación a la administración y nexo de causalidad / DAÑO ANTIJURIDICO - Destrucción de establecimiento de comercio por ataque guerrillero 
Según la jurisprudencia de esta Sala, para que se pueda declarar la responsabilidad extracontractual del Estado, el juez debe verificar la existencia de tres elementos, a saber: i) la existencia de un daño antijurídico; ii) la imputación del daño a la acción u omisión de la Autoridad Pública; y iii) el nexo de causalidad existente entre el daño y la acción u omisión de la Autoridad Pública. En el caso sub lite, se encuentra plenamente acreditada la existencia de un daño antijurídico, es decir, de las pruebas obrantes en el expediente se desprende con claridad que el establecimiento de comercio La 14, ubicado en el centro comercial Alfaguara sufrió cuantiosos daños por el obrar del grupo armado al margen de la ley, en la madrugada del 8 de enero de 1999.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTOS TERRORISTAS - Falla del servicio y régimen objetivo. Títulos de imputación aplicables / DAÑO ESPECIAL - Se configura por los daños sufridos por los particulares con ocasión del conflicto armado interno / FALLA DEL SERVICIO - Por inactividad u omisión de las fuerzas militares en el deber de protección de la población civil 
Esta Sala, en jurisprudencia unificada, ha determinado el alcance de la responsabilidad del Estado por actos terroristas bajo la óptica de la falla del servicio y, además, bajo un régimen objetivo de responsabilidad. NOTA DE RELATORIA: Referente a la aplicación del título de imputación por daño especial con ocasión de actos terroristas, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515, MP. Hernán Andrade Rincón
DESTRUCCION DE INMUEBLE POR ATAQUE GUERRILLERO - No era un hecho previsible. No se acreditó que establecimiento de comercio fuese considerado objetivo militar por parte de grupo al margen de la ley 
Respecto de los hechos ocurridos en la madrugada del 8 de enero de 1999 en el centro comercial Alfaguara ubicado en el municipio de Jamundí, la Sala encuentra que: - La destrucción del establecimiento de comercio La 14, a manos de un grupo armado al margen de la ley no era un hecho previsible, pues en el expediente no se encuentran pruebas que permitan inferir que dicho lugar, de manera específica, era considerado un objetivo militar por parte de la guerrilla o que hubiere indicios claros de que en el curso de un ataque guerrillero dicho establecimiento en particular sería atacado, lo que hubiere podido implicar el reforzamiento de las condiciones de seguridad del lugar. 
FALLA DEL SERVICIO - Desvirtuada. Ataque guerrillero no era previsible para las entidades demandadas / ABANDONO DE LA POBLACION CIVIL POR PARTE DEL ESTADO - No probado
Aunque meses antes del ataque ese mismo centro comercial fue objeto de otra incursión guerrillera, lo cierto es que esa circunstancia no tiene la fuerza necesaria para derivar de ella una falla en el servicio, pues esa arremetida era imprevisible para las entidades demandadas, pues, se insiste, era difícil tener conocimiento de que para ese día, a esa hora y en ese lugar iba a ver un ataque guerrillero. - En el proceso no se demostraron las circunstancias bajo las cuales se produce un abandono por parte del Estado, esto es, en el caso en el cual las autoridades, pese a que conocían con alto grado de certeza, que la guerrilla se disponía a atacar unas determinadas instalaciones no adoptaron las medidas necesarias para evitar la incursión o para salvaguardar los bienes de los afectados con la incursión.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTOS TERRORISTAS - Inexistente al no acreditarse la conducta omisiva, descuidada, tardía o reprochable de la fuerza pública para repeler ataque subversivo 
Si bien en la demanda se dijo que la Policía Nacional se demoró en llegar al lugar de los hechos, a pesar de que la Estación de Policía quedaba ubicada a unos 15 minutos del centro comercial y que esa afirmación fue confirmada por la gerente del centro comercial Alfaguara en su testimonio, teniendo en cuenta que ella señaló que efectivamente la Policía Nacional arribó al lugar de los hechos a las 4 de la mañana y que la incursión guerrillera inició a la 1:45 a. m., lo cierto es que esa afirmación es contradictoria con los demás elementos de juicio que obran en el expediente, de los cuales se establece que la reacción de la Policía Nacional fue inmediata y que los uniformados arribaron al centro comercial tan solo 15 minutos después de que se les informó del ataque guerrillero, por lo que se concluye que en el expediente no obran los elementos de juicios necesarios que demuestren, con claridad, el tiempo que se tomó la Fuerza Pública para reaccionar ante el aviso del ataque guerrillero y para llegar al centro comercial Alfaguara; por ello, para la Sala no es posible aceptar que en el caso sub lite se presentó una conducta omisiva, descuidada, tardía y/o reprochable en cabeza de las entidades demandadas.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA 
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Consejera ponente: MARTA NUBIA VELASQUEZ RICO
Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de febrero de dos mil dieciséis (2016)
Radicación número: 76001-23-31-000-2001-00248-01(35633)
Actor: COMPAÑIA SURAMERICANA DE SEGUROS S.A.
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA Y OTROS
Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia que profirió el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el 5 de octubre de 2007, mediante la cual se denegaron las súplicas de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. La demanda 

En escrito presentado el 11 de enero de 2001, la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., por conducto de apoderado judicial, presentó demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, Ejército Nacional y el Departamento Administrativo de Seguridad (D.A.S), con el fin de que se les declarara administrativamente responsables por los perjuicios ocasionados al establecimiento de comercio La 14, ubicado en el centro comercial Alfaguara, en el municipio de Jamundí, departamento del Valle del Cauca
Como consecuencia de la anterior declaración, se solicitó en la demanda que se condenara a las entidades accionadas a pagar la suma de $323’983.668 correspondiente al monto total que la aseguradora indemnizó a la sociedad Cacharreria La 14 S.A. por concepto de la destrucción del establecimiento de comercio La 14.

2.- Como fundamentos de hecho de la demanda se narró que la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A. era una sociedad legalmente constituida para asegurar todo tipo de bienes y que en desarrollo de su objeto social celebró dos contratos de seguros con la sociedad Cacharreria La 14 S.A. Uno con el fin de asegurar diferentes edificios en caso de incendio y el otro por las pérdidas originadas en la interrupción de sus negocios, ingresos, rentas utilidades y en general por el lucro cesante ocasionado por un siniestro amparado en la póliza suscrita, a lo que agregó que los dos contratos estaban vigentes para el 8 de enero de 1999.

Advirtió que era un hecho notorio y de público conocimiento que en el municipio de Jamundí y particularmente en el centro comercial Alfaguara, en el establecimiento de comercio La 14, con anterioridad al mes de enero de 1999, se presentaron dos atentados terroristas y un constante asedio de un grupo de subversivos pertenecientes al ELN.

Relató que en la madrugada del 8 de enero de 1999, se presentó una incursión guerrillera al centro comercial Alfaguara, que ocasionó la destrucción del almacén La 14, entre otros establecimientos de comercio.

Aseguró que los encargados de la seguridad del centro comercial, una vez se inició la toma guerrillera, dieron aviso a la fuerza pública; sin embargo, no obtuvieron una respuesta oportuna, dado que ni la Policía Nacional, ni el Ejército Nacional brindaron el auxilio que se requería y tan solo hicieron presencia en la zona unas horas después de ocurrido el asalto.

Precisó que tanto el D.A.S. como el Ejército y la Policía Nacional, pese a que conocían de los ataques perpetrados en meses anteriores a enero de 1999, en contra del almacén La 14, ubicado en el centro comercial Alfaguara, así como de la amenaza de un nuevo ataque, que finalmente se ejecutó el 8 de enero de 1999 dejaron sin vigilancia y seguridad ese sector e inexplicablemente no atendieron el llamado de auxilio efectuado por los encargados de la seguridad del centro comercial.

Anotó que como consecuencia de la toma guerrillera la sociedad Cacharrería La 14 S.A., propietaria del establecimiento de comercio La 14, notificó a la compañía aseguradora de la ocurrencia del siniestro, razón por la cual se iniciaron los trámites para obtener el pago de la indemnización respectiva.

Expuso que la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., al haber indemnizado a la sociedad asegurada, se subrogó en sus derechos y acciones
.

3.- La demanda fue admitida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante proveído proferido del 16 de febrero de 2001, decisión que se notificó a las entidades demandadas en debida forma
.

4.- Las contestaciones de la demanda

4.1.- El Ejército Nacional contestó la demanda y se opuso a las pretensiones del libelo introductorio, pues a su consideración, los hechos por los cuales se demandó no eran atribuibles a esa entidad y, por el contrario, los daños que se causaron a la sociedad Cacharrería La 14 S.A. fueron consecuencia del actuar de un grupo guerrillero.

4.2.- La Policía Nacional indicó que el daño por el cual se demandó provino del hecho exclusivo de un tercero, por cuanto fueron miembros del E.L.N. quienes saquearon y destruyeron el establecimiento de comercio La 14, ubicado en el centro comercial Alfaguara.

Resaltó que en el presente asunto no existió falla en el servicio alguna, dado que el acto generador del daño no fue causado por algún miembro de esa institución, sino por un grupo de milicias urbanas de la guerrilla, a lo cual agregó que tampoco puede endilgarse responsabilidad a esa entidad, pues no era cierto que la Policía Nacional hubiera dejado desprovisto de vigilancia y seguridad al centro comercial objeto del atentado y que, por el contrario, se tiene demostrado en el proceso que una vez se conoció la noticia del ataque guerrillero se realizó el operativo tendiente a repeler la arremetida subversiva
.

4.3.- El hoy extinto Departamento Administrativo de Seguridad (D.A.S.) resaltó que esa entidad tenía como función principal “la inteligencia”, la cual debía ser transmitida a las instituciones del Estado que contaban con la capacidad operativa para combatir a la subversión como lo eran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, las que, según ella, se constituían en “fuerza de choque”.

Anotó que de conformidad con las funciones que tenía a su cargo el D.A.S. no era posible atribuir responsabilidad a esa entidad por falla en el servicio, dado que a ella únicamente le correspondía hacer la correspondiente “inteligencia”, sin que su función principal fuera la de combatir a la subversión
.   

5. Alegatos de conclusión en primera instancia

5.1.- La parte actora reiteró los argumentos esbozados en la demanda y solicitó, específicamente, acceder a las súplicas de la demanda, por cuanto consideró que los daños por los que tuvo que indemnizar a la sociedad Cacharrería La 14 S.A. fueron la consecuencia de unas fallas en la prestación del servicio por parte de la Policía Nacional
.
5.2.- La Policía Nacional insistió en que en el proceso se demostró que los daños ocasionados al almacén La 14 fueron ocasionados por el hecho exclusivo de un tercero, razón por la cual no había lugar a declarar la responsabilidad del Estado
.

5.3.- El D.A.S. afirmó que de conformidad con los elementos de juicio obrantes en el expediente no era posible concluir que esa entidad era responsable por los hechos objeto del presente proceso, máxime si se tiene que en el expediente está acreditado que el daño por el cual se demandó fue ocasionado por miembros de un grupo subversivo, es decir, que en el presente asunto se encontraba configurado el hecho exclusivo de un tercero como causal de exoneración de responsabilidad
.

6. La sentencia apelada

Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca profirió sentencia el 5 de octubre de 2007 y denegó las súplicas de la demanda. 

Para adoptar tal decisión, el Tribunal Administrativo a quo señaló que en el presente asunto, si bien se demostró el daño, lo cierto era que no se evidenciaba una relación de causalidad entre aquel y una falla en el servicio ocasionada por los agentes del Estado, por cuanto de conformidad con las pruebas obrantes en el expediente era claro que el hecho ocurrido el 8 de enero de 1999, en el centro comercial Alfaguara ubicado en el municipio de Jamundí y que afectó al establecimiento de comercio La 14, fue producto de la incursión de un grupo subversivo.

Precisó que en el caso sub examine no era posible deducir falla en el servicio por parte de las entidades demandadas, por el ataque guerrillero perpetrado en contra del centro comercial Alfaguara de Jamundí, dado que en el expediente no se acreditó que miembros de la Policía Nacional, el Ejército Nacional y/o el D.A.S. hubieren participado o promovido el ataque subversivo.

Agregó que aunque existía evidencia de que efectivamente el daño por el cual se demandó fue causado por un grupo al margen de la ley, lo cierto era que no obraba prueba en el proceso para endilgar responsabilidad al Estado por los hechos acaecidos el 8 de enero de 1999, pues no se demostró que las Fuerzas Militares tuvieran conocimiento del riesgo, de la amenaza o del peligro al que se encontraba expuesto el centro comercial Alfaguara
.

7. La impugnación
La parte actora manifestó que no compartía la decisión de primera instancia, pues no era aceptable que las Fuerzas Militares se hubieren presentado dos horas después de la ocurrencia del atentado, máxime si se tiene que en el proceso se acreditó que en el mismo instante en que inició la incursión guerrillera se les dio aviso de ese hecho, a lo cual agregó que el centro comercial Alfaguara se encuentra ubicado a una distancia no mayor a 15 minutos de la zona en donde estaban ubicadas las instalaciones de la Tercera Brigada del Ejército Nacional.

Aseguró que era una “grave falla en la prestación del servicio” el hecho de que pese a que se contaba con el antecedente de que el centro comercial Alfaguara había sido objeto de dos incursiones guerrilleras e informaciones serias y fiables de la posibilidad de un nuevo atentado guerrillero, las Fuerzas Militares no tomaron las medidas necesarias con el fin de evitar otro atentado terrorista, el cual efectivamente se ejecutó en la madrugada del 8 de enero de 1999.

Agregó que en el proceso sí se demostró la existencia de circunstancias que hacían necesaria la especial vigilancia y seguridad de toda la población, especialmente del centro comercial objeto de la incursión subversiva y, pese a ello, las entidades demandadas no adoptaron las medidas de seguridad necesarias para evitar el ataque guerrillero.

Resaltó que en el caso sub lite se acreditó que el mismo día de ocurrencia de los hechos, horas antes de la incursión guerrillera de la cual se había hablado en todo el municipio de Jamundí y que además era conocida por las Fuerzas Militares, se dispuso la movilización de las tropas acantonadas en ese lugar de manera injustificada por parte del Ejército Nacional, pese a que con anterioridad a esa fecha se presentaron dos atentados en el mismo lugar, lo cual generó el escenario propicio para que los subversivos perpetraran el ataque al centro comercial
.

8.- Los alegatos de conclusión en segunda instancia

8.1.- La parte actora insistió en que las entidades demandadas incurrieron en una falla en el servicio, la cual ocasionó el daño alegado y que, si en gracia de discusión no se aceptara dicha tesis, en todo caso se deberían despachar favorablemente sus pretensiones con fundamento en el título de riesgo excepcional, dado que la Fuerza Pública estuvo acantonada en el lugar de los hechos antes del atentado y, una vez se retiró del sitio sin justificación alguna, los subversivos irrumpieron en el lugar y saquearon el centro comercial
.

8.3.- Las demás partes intervinientes en el proceso guardaron silencio al respecto.

9.- Concepto del Ministerio Público

El Ministerio Público, en su concepto, solicitó que se confirmara la sentencia apelada, pues consideró que las entidades demandadas no incurrieron en una omisión ni en una prestación tardía del servicio, toda vez que de conformidad con el material probatorio, la Fuerza Pública, una vez fue enterada de la presencia de un grupo guerrillero en el centro comercial Alfaguara, coordinó inmediatamente la operación de respuesta y llegó al lugar 15 minutos después de la comunicación.

Añadió que en el expediente no obraba prueba con la cual se acreditara que los dueños del centro comercial o del establecimiento de comercio La 14 hubieren solicitado protección especial al Estado, razón por la cual no era posible endilgarle responsabilidad alguna a las entidades demandadas por ese hecho
.

II. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el 5 de octubre de 2007.

La Sala abordará el asunto en el siguiente orden: i) verificación de la existencia de los presupuestos de procedibilidad de la acción de reparación directa en el caso sub examine; ii) el material probatorio allegado al proceso; iii) análisis de los medios probatorios obrantes en el expediente y iv) caso concreto y la responsabilidad de la parte demandada.

1.- Competencia

El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto citado en referencia, comoquiera que se trata de un recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida en primera instancia por el el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el 5 de octubre de 2007
.

2.- Ejercicio oportuno de la acción

En el presente asunto, como la aseguradora presentó la demanda en virtud de la subrogación legal que operó, dado el pago de la indemnización de los perjuicios al asegurado
, el término de caducidad empezó a correr a partir del día siguiente en que la aseguradora se subrogó en tales derechos
. Como el último pago de la indemnización que da lugar a dicha figura se efectuó el 10 de diciembre de 1999
 y la demanda fue instaurada el 11 de enero de 2001
, la acción se ejercitó dentro del término concedido para el efecto.

3.- Legitimación en la causa por activa 

Teniendo en cuenta que la demanda fue presentada por la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A. en virtud de la subrogación legal que operó en el presente asunto, se verificará si existe prueba de esa subrogación alegada en la demanda, con el fin de establecer si existe un interés legítimo por parte de la compañía aseguradora en promover la presente acción.

En el expediente existen los siguientes medios de prueba, en relación con los contratos de seguros celebrados entre Cacharrería La 14 S.A. y la Compañía Suramericana de Seguros S.A.:

- Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Cali, donde consta que el gerente de la Compañía Suramericana de Seguros S.A. es el señor Julián Fernando Vernaza Alhach, quien otorgó poder especial al doctor Gustavo Alberto Herrera Ávila, para que presentara demanda en ejercicio de la acción de reparación directa ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo
.   
- Póliza de seguro de incendio No. 50-7253, en cuyo texto aparece como asegurada la Cacharrería La 14 S.A. y la cual tenía una vigencia de 365 días, plazo que inició desde el 30 de junio de 1998, hasta el 30 de junio de 1999
. 

- Póliza de seguro de lucro cesante No. 45-0235 del 30 de junio  de 1998, en la cual aparece como asegurada la Cacharrería La 14 S.A. y la cual tenía una vigencia de 365 días
. 

- Recibos de egreso Nos. 2700558 del 12 de febrero de 1999; 2700645 del 8 de marzo de 1999; 2700718 del 24 de marzo de 1999; 2700853 del 30 de abril de 1999; 2700984 del 4 de junio de 1999; 407796 del 3 de diciembre de 1999 y 4008105 del 10 de diciembre de 1999, en los que consta que la Compañía Suramericana de Seguros S.A. indemnizó a la sociedad Cacharrería La 14 S.A. por la suma de $323’983.668. En esos documentos se hizo alusión a la subrogación contenida en el artículo 1096 del C. Co
.  

En relación con la subrogación en materia de seguros, se tiene que los derechos de los que disponía el asegurado, como ejercer la acción judicial correspondiente y formular a través de ella pretensiones contra quienes considere responsables del daño ocasionado, se trasladan a la compañía aseguradora cuando esta última hubiere indemnizado en virtud del contrato de seguro celebrado entre las partes. Así lo sostuvo la Sala en un caso similar al que ahora se debate:

“… La figura de la subrogación, en tratándose del derecho de seguros, se halla contemplada en el artículo 1096 del código de comercio, norma que resulta aplicable al asunto que nos ocupa, dado que la posibilidad legal de la aseguradora para tomar el lugar de quien fue su asegurado indemnizado deviene de la celebración y cumplimiento de un contrato comercial oneroso, aleatorio y conmutativo. Tal norma dice:

‘Subrogación del asegurador. El asegurador que pague una indemnización se subrogará, por ministerio de la ley y hasta concurrencia de su importe, en los derechos del asegurado contra las personas responsables del siniestro. Pero éstas podrán oponer al asegurador las mismas excepciones que pudieren hacer valer contra el damnificado. 

‘Habrá también lugar a la subrogación en los derechos del asegurado cuando éste, a título de acreedor, ha contratado el seguro para proteger su derecho real sobre la cosa asegurada’. 

“La norma exige que, para que opere la subrogación, la aseguradora pague una indemnización, supuesto éste que se halla acreditado como se señaló líneas atrás y, en tal virtud, los derechos de los que disponía el asegurado, como ejercer la acción judicial correspondiente y formular a través de ella pretensiones contra quienes considere responsables del daño causado, se defieren a la compañía aseguradora que lo indemnizó, cumpliéndose de esta manera con un presupuesto procesal de la pretensión que, de no haberse acreditado, impediría emitir pronunciamiento de fondo …”
.
Dentro de ese contexto, se tiene que las sociedades Compañía Suramericana de Seguros S.A., y Cacharrería La 14 S.A., celebraron dos contratos de seguros y, en virtud de ellos, la aseguradora debió indemnizar al asegurado por los daños ocasionados al establecimiento de comercio La 14 como consecuencia de un ataque guerrillero, pago que se hizo en varias fechas, esto es, 12 de febrero, 8, 24 de marzo 30 de abril, 4 de junio, 3 y 10 de diciembre de 1999 razón por la cual, se encuentra acreditado que la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., se subrogó en los derechos del asegurado y, por tanto, se encuentra demostrada su legitimación en la causa por activa. 
4.- El caudal probatorio obrante en el plenario.

Los siguientes son los elementos probatorios de los cuales se ha hecho acopio en el presente proceso, cuya valoración debe llevarse a cabo con el propósito de dilucidar si procede o no declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños ocasionados al establecimiento de comercio La 14 ubicado en el centro comercial Alfaguara en el municipio de Jamundí, el día 8 de enero de 1999.
- Oficio del 3 de julio de 2001 suscrito por el comandante de la Estación de Jamundí en el cual se consignó
:

“… Comedidamente me permito informarle que para el día 8 de enero de 1999, se presentaron los siguientes hechos:

“1.- A las 01:45 horas se informó a la estación Jamundí sobre la presencia de elementos que integraban el grupo E.L.N., quienes habían penetrado a las instalaciones del Centro Comercial Alfaguara.

“2.- Inmediatamente se dispuso de un operativo con 3 oficiales, 2 suboficiales y 40 agentes al mando del capitán Luis Carlos Orjuela, Comandante de la Estación, con armamento de largo alcance, quienes se trasladaron al lugar de inmediato para repeler el ataque.

“3.- Los delincuentes al notar la presencia de la Policía huyeron hacía (sic) las montañas del corregimiento de San Vicente.

“4.- En el lugar se dialogó con los señores Julio Abadía Hoyos y Falconeyer Soto Ocampo, empleados de seguridad del almacén La 14, ubicado dentro del centro comercial de Alfaguara quienes manifestaron que varios hombres con armamento largo penetraron a las instalaciones dejando cargas explosivas, las cuales fueron desactivadas posteriormente por el personal de anti-explosivos de la SIJIN – MECAL.

“En cuanto a las preguntas que refiere en su oficio, me permito manifestarle lo siguiente:

“1.- El almacén La 14 de Alfaguara no había solicitado ninguna clase de protección antes de los hechos del 8 de enero de 1999 ni después de éstos. 

“2.- Según las averiguaciones efectuadas por este Comando, se tuvo noticia de los hechos por la información de la ciudadanía, toda vez que los miembros de seguridad de La 14 no podía (sic) porque estaban amenazados por los facinerosos en el momento de la arremetida. 

“La noticia se conoció a las 01:45 horas y de inmediato se dispuso el operativo como quiera que el Centro Comercial Alfaguara está ubicado a las afueras del perímetro urbano de este municipio, debió realizarse el desplazamiento a pie y con las medidas de seguridad necesarias para proteger la vida de los efectivos, llegando al lugar a las 02:00 horas (ilegible) 15 minutos después de la comunicación.

“3.- Estos sujetos dejan vigías en las vías mientras cometen sus delitos, para que les informen sobre la llegada de las autoridades y así huir, esto sucedió y cuando la Policía llegó los asaltantes ya iban en retirada y para proteger su huida dejaron varias cargas explosivas, por ello no se presentó enfrentamiento alguno …” (Se destaca). 

- Folio del libro de minuta de guardia del Departamento de Policía de Jamundí, en el cual se plasmó que
:

“… 080199   01:45   SOS ELN    Llegaron al centro comercial La 14 de Alfaguara un grupo de subversivos pertenecientes al frente José María Becerra del E.L.N con el fin de colocar cargas explosivas dentro del centro comercial, destruyendo gran parte del local activando cinco en (ilegible) que fueron colocadas, tres de estas en el interior del almacén y las otras más contra las entidades bancarias de Ahorramas y Banco Popular, durante la explosión no hubo pérdidas humanas, ni personas heridas ni hurto de dinero.

“La reacción policiva fue inmediata a las 02:00 horas conformada por 3-2-40 unidades bajo el mando del señor comandante de la Estación de Jamundí; desplazándose hasta el lugar y sin tener contacto con el grupo subversivo por lo que los insurgentes ya habían emprendido la huida en dirección hacia las montañas del corregimiento de San Vicente …”.  
- Oficio del 14 de noviembre de 2002, elaborado por el comandante de la Estación de Policía de Jamundí, según el cual
:

“… En atención a su oficio No. BG254 fechado el día 5 de noviembre del 2002, que trata sobre la certificación [de] la hora de llamadas que se recibieron al amanecer del día 08-01-1999 sobre la incursión terrorista contra el centro comercial alfaguara y que operativos se organizaron para ese efecto; de la manera más atenta informo a esa magistraduría (sic), que revisados nuestros archivos existentes en esta unidad, que para el día 08-01-1999 no existe registro alguno sobre llamadas telefónicas ni personales de lo sucedido antes, durante y después de la incursión terrorista al centro comercial alfaguara; mas sin embargo, a folios 150 y 151 del libro de población existe un registro de la reacción inmediata efectuada por parte de unidades policivas de esta estación a fin de repeler la acción terrorista; de la misma forma existe un registro diario de esos hechos y para su conocimiento se encuentra el oficio No. 0017 del día 05-01-1999 que informa al Comando operativo MECAL sobre la reunión llevada a cabo en las instalaciones del Comando del Batallón Pichincha con participación del señor Alcalde de Jamundí, Comandante del batallón y jefes de diferentes dependencias de la Policía Metropolitana Santiago de Cali donde expresan la situación actual del corregimiento de Potrerito, quienes acordaron planes en diferentes lugares del municipio, requisando e identificando a personas y vehículos, con ningún antecedente hacia el centro comercial Alfaguara …” (Negrillas y subrayas de la Sala). 

- Documento denominado “informe sobre reunión” del 5 de enero de 1999, elaborado por el comandante de la Estación de Policía de Jamundí en el cual se plasmó que
:  

“… Respetuosamente me permito informar a mi Coronel, que el día de hoy siendo las 09:00 horas, se llevó a cabo una reunión en las instalaciones del Comando del Batallón Pichincha, TC. ARIAS GARCÍAS JOSÉ WILLIAM, Jefe Sijín Mecal, MY. BUITRAGO CARO ARMADO, Jefe Sipol Mecal, Dr. LIBARDO PERDIGON CEBALLOS, alcalde municipal de Jamundí y el suscrito; con el fin de analizar la situación de orden público que vive actualmente la jurisdicción de este municipio, especialmente el corregimiento de Potrerito, ante la constante presencia de miembros subversivos tanto de las FARC como del E.L.N.; donde se trató (sic) los siguientes puntos:

“1º- Según informaciones obtenidas últimamente por la Sipol Mecal y Comando Estación Jamundí, los insurgentes pretenden realizar una incursión de gran magnitud, que se convierta en un hecho trascendental, en conmemoración a un aniversario más de la creación del E.L.N. y aprovechando a la vez el momento que se vive respecto de la instalación de las mesas de diálogos de paz.

“2º- Según informaciones obtenidas también por el servicio de inteligencia de la Brigada Militar, subversivos del E.L.N. pretenden cometer un atentado contra el personal policial que actualmente está cubriendo el servicio de vigilancia (patrullas móviles) en el corregimiento de Potrerito.

“3º- Igualmente se tiene informaciones sobre reuniones efectuadas por los subversivos con la población civil de dicho corregimiento, donde los insurgentes han expresado su inconformismo por la presencia policial en esa región; prohibiendo también a los habitantes suministrar cualquier servicio a los policías, al tiempo que dieron un plazo hasta el 080199 para que los policiales no vuelvan por dicho lugar o de lo contrario atentarían contra sus vidas.

“4º- El señor alcalde municipal de Jamundí, expresó su preocupación por la falta de presencia militar en la jurisdicción de este municipio; a la vez sugirió al señor Comandante del Batallón Pichincha, que recobraran la seguridad y tranquilidad de la región y no permitan que estas sean dominadas por la subversión.

“5º- Ante lo anterior, el señor Comandante del Batallón, se comprometió a que a partir de hoy enviará suficiente personal para patrullar con mayor frecuencia esta zona y que si el señor alcalde en coordinación con el Comando Mecal, logra conseguir la reinstalación de la Subestación de Policía en el corregimiento de Potrerito, destinaría un personal de patrullaje permanente durante el tiempo que demore la construcción de las instalaciones para esa Subestación.

“6º- Así mismo, el señor alcalde municipal de Jamundí, se comprometió a realizar las gestiones pertinentes para el logro de tal objetivo y a suministrar combustible para los vehículos que utilicen las diferentes patrullas militares.

“7º- Por último se acordó la realización de un plan conjunto con personal del Ejército, grupo de la Sijín Mecal y personal de esta unidad, en el parque principal de Jamundí y en las salidas hacia la zona rural de San Vicente, San Antonio, Puente Vélez y Potrerito, requisando e identificando a personas y vehículos que se ubicaban en dicho parque y se desplazan hacia los diferentes lugares, ya que este sitio es considerado como centro de reunión de toda clase de delincuentes”.    

- Oficio No. 100 BR3-CDO-789 del 31 de marzo de 2003, expedido por el comandante de la Tercera Brigada del Ejército Nacional, en el cual se consignó
:

“En el período de noviembre a diciembre de 1.998, se recibieron algunas informaciones sobre presencia esporádica de terroristas del frente José María Becerra de la ONT – ELN, sobre el área general del municipio de Jamundí Valle, sin confirmación debido a que algunas fueron para desinformar a la Fuerza Pública, sin embargo, ante esta situación se tomaron las acciones correspondientes para evitar acciones terroristas contra el mencionado municipio.

“Entre el 02 y el 17 de noviembre de 1998, tropas del batallón Pichincha y de Contraguerrillas No. 57 'Mártires de Puerres', realizaron la operación Cóndor, sobre el área general del municipio de Jamundí, lográndose desmantelar un laboratorio de cocaína, incautándose narcoterroristas para el procesamiento del cocaína, incautándose gran cantidad de insumos y equipos para la preparación del alcaloide y se capturó a JOSÉ MEDINA, indocumentado.

“El 01-ENERO-1999, en desarrollo de operaciones de control militar, tropas del Grupo Cabal, en coordinación con personal de la Policía Nacional, desactivaron un campo minado en las instalaciones abandonadas de la PONAL, inspección de Potreritos, municipio de Jamundí.

“Del 12 al 19 de enero de 1999, tropas del batallón Pichincha y del batallón de Contraguerrillas No. 57 'Mártires de Puerres', realizaron la operación 'fugaz', sobre el área del municipio de Jamundí, contra terroristas del frente José María Becerra de la ONT – ELN, lográndose la recuperación de cinco vehículos hurtados en días anteriores, el decomiso de un fusil, 6.225 cartuchos y 34 tarros de pólvora negra.

“De otra parte es de aclarar que la primera información sobre la incursión al Centro Comercial Alfaguara, se recibió a las 01:15 horas del día 08-ENERO-1999, por intermedio de informantes ocasionales que se enteraron de la situación. No se encontró documento alguno que certifique que el almacén La 14 Alfaguara, colocara en conocimiento de la Fuerza Pública – Ejército Nacional, las amenazas de atentados o asaltos a sus instalaciones …”. (Se destaca). 

También se decretó la práctica de los testimonios
 de los señores Adriana María González Noreña, Daniel Quijano Reissner, Olga Sonia Orozco Ospina, Michel Raymey Aguirre Castaño, Helena Obregón Cifuentes, Sara Paula Oñate Hernández y Carlos Alfredo Caicedo Cardozo, quienes para la época de los hechos eran empleados de la compañía aseguradora demandante o tenían un vínculo comercial con ella, razón por la cual solamente pudieron referirse a las  ocurrencia del ataque, a la cantidad de destrozos causados y a las sumas a las que, aproximadamente, ascendieron las indemnizaciones; sin embargo, ninguno de ellos informó sobre aspectos precisos al ataque y tampoco se logró conocer a través de estas declaraciones sobre las labores desarrolladas por las autoridades que fueron informadas del atentado. Igualmente manifestaron que en el mes de julio de 1998, el centro comercial referenciado había sido objeto de un atentado terrorista.

En igual sentido declaró la señora María Angélica Uribe Ortega, quien para el momento de los hechos era la gerente del centro comercial Alfaguara; en síntesis relató que la incursión guerrillera se produjo entre la una y las dos de la mañana del 8 de enero de 1999, que de inmediato se dio aviso a las autoridades competentes y que, enterados los hombres de la Fuerza Pública de la presencia de la guerrilla en el centro comercial Alfaguara, estos llegaron después de las cuatro de la mañana. Lo anterior, por cuanto, a pesar de que la testigo no estuvo en el mencionado sitio, cuando se presentó la incursión subversiva una vez ella arribó al lugar aproximadamente a las 6 de la mañana se le informó por parte de sus empleados que la Policía Nacional “hace poco habían llegado”.
También se allegó un material periodístico en el que se informa sobre la toma de la que fue objeto el centro comercial Alfaguara. En relación con estas pruebas, la Sala reitera que carecen de mérito probatorio por si solos, porque son indicadores solo de la percepción del hecho por parte de la persona que escribió la noticia y si bien son susceptibles de ser apreciadas como medio probatorio, en cuanto a la existencia de la noticia y de su inserción en medio representativo (periódico, televisión, Internet, etc.) no dan fe de la veracidad y certidumbre de la información que contienen; sin embargo, pueden ser valorados en conjunto con los demás medios de prueba
.
5.- Valoración probatoria y caso concreto 

De conformidad con el anterior conjunto probatorio, se encuentra acreditado que en la madrugada del 8 de enero de 1999, unos miembros de un grupo armado al margen de la ley realizaron un ataque contra el centro comercial Alfaguara ubicado en el municipio de Jamundí y en el curso de dicho ataque los subversivos destruyeron el establecimiento de comercio La 14, de propiedad de la sociedad Cacharrería la 14 S.A. ocasionando cuantiosos perjuicios materiales, los cuales fueron indemnizados por la sociedad Compañía Suramericana de Seguros S.A., en virtud de unos contratos de seguros celebrados entre las sociedades antes mencionadas, negocios jurídicos cuya efectividad dio lugar a que dicha sociedad se subrogara en los derechos de La 14, por ende, promover el presente proceso en contra del Estado

Pues bien, según la jurisprudencia de esta Sala, para que se pueda declarar la responsabilidad extracontractual del Estado, el juez debe verificar la existencia de tres elementos, a saber: i) la existencia de un daño antijurídico; ii) la imputación del daño a la acción u omisión de la Autoridad Pública; y iii) el nexo de causalidad existente entre el daño y la acción u omisión de la Autoridad Pública.

En el caso sub lite, se encuentra plenamente acreditada la existencia de un daño antijurídico, es decir, de las pruebas obrantes en el expediente se desprende con claridad que el establecimiento de comercio La 14, ubicado en el centro comercial Alfaguara sufrió cuantiosos daños por el obrar del grupo armado al margen de la ley, en la madrugada del 8 de enero de 1999.

Respecto de la imputación del daño a la acción u omisión de una autoridad pública por hechos terroristas, la Sala encuentra necesario realizar las siguientes precisiones. 

En el proceso se probó que la destrucción del establecimiento de comercio fue realizada por miembros de un grupo armado al margen de la ley; la sociedad demandante afirma que el daño fue causado directamente por la omisión tanto de la Policía Nacional, como del Ejército Nacional y el D.A.S. en prestar debidamente el servicio de seguridad al centro comercial, esto por cuanto no habrían adoptado las medidas necesarias para evitar la producción del daño, pese a que con anterioridad ese mismo establecimiento de comercio había sido objeto de otro ataque guerrillero, así como que se tenía conocimiento de las amenazas al almacén, y que la reacción de la Fuerza Pública fue tardía por cuanto llegaron al lugar de los hechos horas después de que se les informó que el centro comercial era atacado por un grupo armado al margen de la ley. 

Pues bien, esta Sala, en jurisprudencia unificada, ha determinado el alcance de la responsabilidad del Estado por actos terroristas bajo la óptica de la falla del servicio y, además, bajo un régimen objetivo de responsabilidad:

“…Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia
, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprochársele a entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la actora, quien se presenta como habitante del pequeño poblado de Silvia, víctima indirecta de un ataque dirigido contra el Estado, cuyo radio de acción no se  limitó a objetivos estrictamente militares, sino que comprendió también a la población civil y que, en tales circunstancias le causó un perjuicio en un bien inmueble de su propiedad, trayendo para ella un rompimiento de las cargas públicas que debe ser indemnizado.

“…En conclusión, la Sección considera que en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida  cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure  falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican  esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado.”

Ahora, acerca de la falla del servicio de protección, la Sala ha afirmado:

“La concepción jurídica en la fijación de esos deberes de defensa de la soberanía, independencia e integridad del territorio nacional y del orden constitucional, por su propia naturaleza, implica que esos intereses jurídicos tutelados estén amenazados o se estén vulnerando; que la situación de amenaza o de vulneración sean ciertas, concretas, determinadas y por tanto previsible en las circunstancias de tiempo y lugar, porque el modo delincuencial siempre es sorpresivo; el conocimiento por parte del Estado de una situación de esas, jurídicamente lo incita, a poner en movimiento su actuar. 

“Cuando el derecho a recibir protección de las autoridades en la vida, honra y bienes, ha sido quebrantado y se han producido daños no solo a los intereses colectivos sino a los individuos que de él hacen parte, el afectado tiene acción indemnizatoria frente al agente o agentes del daño; el Estado será agente del daño en concurrencia con otros cuando acaezcan las situaciones especiales y fundadas de exigibilidad (previsibilidad) de la obligación de presencia para evitar o conjurar la alteración, que ya se explicaron. 

“Esa ha sido la jurisprudencia de la Corporación, antes transcrita, además citada textualmente por la Corte Constitucional en sentencia proferida el día 24 de enero de 2001, mediante la cual definió el juicio de constitucionalidad contra los incisos 3 y 5 del parágrafo 1 del artículo 8 de la ley 418 de 26 de diciembre de 1997 “por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones”; dijo:

‘Dirección general de la fuerza pública y el retiro de tropas de algunas zonas del territorio.

‘(…) no existe norma constitucional que disponga la presencia permanente, efectiva y real de la fuerza pública en todas y cada una de las zonas geográficas del territorio nacional. Por el contrario, la localización de los militares puede obedecer a estrategias que son válidas en el ejercicio de la función castrense y que deben ser juzgadas y evaluadas con criterios políticos y de capacidad militar, obviamente, dirigidas por el Presidente de la República como comandante supremo de las fuerzas armadas.

‘15. A lo anterior podría objetarse que la Corte elimina la responsabilidad por omisión de la fuerza pública porque admite que aquella puede ausentarse de las poblaciones colombianas. Esa tesis no es de recibo, como quiera que lo que esta Corporación considera no es que la fuerza pública deje de cumplir con sus funciones, sino que a los militares no puede exigírsele lo imposible materialmente, esto es, su presencia en cada uno de los rincones del país. 

‘Es más, en procesos de responsabilidad extracontractual del Estado, el máximo órgano de lo contencioso administrativo ha reconocido que "el estado notorio de guerra que afronta el país desde aquella época, no imponía a la demandada (Policía Nacional) la obligación de estar presente en todos y cada uno de los rincones de la patria ...frente a la delicada situación de orden público vivida, no podría exigírsele a todas las autoridades públicas competentes, seguridad y vigilancia absoluta" Consejo de Estado. Sentencia de 6 de noviembre de 1997, la tesis de la falla en el servicio relativa viene siendo acogida por esa Corporación en reiteradas oportunidades, dentro de las cuales pueden verse las sentencias del 25 de marzo de 1993, del 15 de marzo de 1996 y 3 de noviembre de 1994, todas de la sección tercera.

‘No obstante, cuando surjan elementos que permitan prever la posible incursión de grupos al margen de la ley, en zonas donde no hay presencia de la fuerza pública, las autoridades están en la obligación de adoptar mecanismos especiales que garanticen la protección de la población civil’
”
 (Subrayas del orginal).
Respecto de los hechos ocurridos en la madrugada del 8 de enero de 1999 en el centro comercial Alfaguara ubicado en el municipio de Jamundí, la Sala encuentra que: 

- La destrucción del establecimiento de comercio La 14, a manos de un grupo armado al margen de la ley no era un hecho previsible, pues en el expediente no se encuentran pruebas que permitan inferir que dicho lugar, de manera específica, era considerado un objetivo militar por parte de la guerrilla o que hubiere indicios claros de que en el curso de un ataque guerrillero dicho establecimiento en particular sería atacado, lo que hubiere podido implicar el reforzamiento de las condiciones de seguridad del lugar.

- Los daños causados al establecimiento de comercio La 14 no se produjeron como consecuencia de un ataque a un establecimiento militar o policivo, a un centro de comunicaciones o a un personaje representativo de la cúpula estatal.

- Aunque meses antes del ataque ese mismo centro comercial fue objeto de otra incursión guerrillera, lo cierto es que esa circunstancia no tiene la fuerza necesaria para derivar de ella una falla en el servicio, pues esa arremetida era imprevisible para las entidades demandadas, pues, se insiste, era difícil tener conocimiento de que para ese día, a esa hora y en ese lugar iba a ver un ataque guerrillero.

- En el proceso no se demostraron las circunstancias bajo las cuales se produce un abandono por parte del Estado, esto es, en el caso en el cual las autoridades, pese a que conocían con alto grado de certeza, que la guerrilla se disponía a atacar unas determinadas instalaciones no adoptaron las medidas necesarias para evitar la incursión o para salvaguardar los bienes de los afectados con la incursión.

- Si bien en la demanda se dijo que la Policía Nacional se demoró en llegar al lugar de los hechos, a pesar de que la Estación de Policía quedaba ubicada a unos 15 minutos del centro comercial y que esa afirmación fue confirmada por la la gerente del centro comercial Alfaguara en su testimonio, teniendo en cuenta que ella señaló que efectivamente la Policía Nacional arribó al lugar de los hechos a las 4 de la mañana y que la incursión guerrillera inició a la 1:45 a. m., lo cierto es que esa afirmación es contradictoria con los demás elementos de juicio que obran en el expediente, de los cuales se establece que la reacción de la Policía Nacional fue inmediata y que los uniformados arribaron al centro comercial tan solo 15 minutos después de que se les informó del ataque guerrillero, por lo que se concluye que en el expediente no obran los elementos de juicios necesarios que demuestren, con claridad, el tiempo que se tomó la Fuerza Pública para reaccionar ante el aviso del ataque guerrillero y para llegar al centro comercial Alfaguara; por ello, para la Sala no es posible aceptar que en el caso sub lite se presentó una conducta omisiva, descuidada, tardía y/o reprochable en cabeza de las entidades demandadas.

Así las cosas, la Sala no encuentra elementos probatorios que permitan inferir en el presente caso la existencia de una falla del servicio y ni si quiera, siguiendo la postura jurisprudencial de la Sección Tercera, la creación de un riesgo excepcional o de un daño especial imputable a las entidades demandadas, de tal suerte que, al no acreditarse la imputación del daño antijurídico al Estado, resulta claro que no se configuró uno de los elementos estructurantes exigidos para comprometer la responsabilidad patrimonial de la Administración, motivo por el cual se confirmará el fallo apelado.

En línea con lo expuesto, resulta necesario advertir que esta Subsección, en dos oportunidades, se pronunció en relación con los mismos hechos que aquí se demandan, esto es, por el ataque guerrillero al establecimiento de comercio La 14, ocurrido en la madrugada del 8 de enero de 1999, en el sentido de denegar las pretensiones de la demanda; en aquellas oportunidades se sostuvo:

“… Para la Sala, los medios de prueba hasta aquí valorados no resultan ser lo suficientemente contundentes para avalar la hipótesis de una falla en el servicio; en efecto, se dijo en la demanda que las autoridades de Policía y del Ejército conocían sobre la existencia de un plan para atacar el centro comercial, en especial el almacén La 14, por no pagar las extorsiones que le hacía el grupo insurgente, situación frente a la cual no se tomó ninguna medida de seguridad; pero, lo anterior no encuentra ningún respaldo probatorio, pues, en primer lugar, no existe ningún documento, acta, minuta, registro telefónico etc., del que pueda colegirse que el personal de seguridad del lugar atacado o cualquier persona interesada haya informado y requerido atención especial antes del ataque, porque, al parecer, ni siquiera tenían certeza sobre lo que sucedería y, en segundo lugar, todo indica que la incursión fue simplemente sorpresiva, rápida y altamente destructiva, situación que tornó inocua y dispendiosa –en cuanto a la desactivación de las bombas que plantaron antes de la retirada- cualquier reacción de las autoridades, una vez se enteraron del asalto.

“Ahora, lo ocurrido no puede entenderse como consecuencia de una omisión por parte de las autoridades constitucionalmente establecidas, respecto de la obligación de velar por la vida, honra y bienes de los ciudadanos y de ejecutar labores necesarias para el mantenimiento del orden público, pues las tareas se ejecutaron tan pronto se tuvo noticia de la incursión guerrillera, tal y como aparece probado con el informe de las operaciones implementadas con el propósito de repeler el ataque y de proteger tanto los bienes del almacén LA 14 S.A. como la vida los civiles y uniformados que pudieron verse comprometidos en el ataque. 

“Además de lo anterior, no existe en el expediente ninguna prueba que se identifique con aquellas circunstancias bajo las cuales se produce un abandono por parte del Estado, como aquella en la cual las autoridades, aún conociendo con alto grado de certeza, por informes de inteligencia o por cualquier otro medio, que la guerrilla se apresta a atacar unas determinadas instalaciones no hacen lo necesario para evitar la incursión o para salvaguardar los bienes de los afectados con el asalto.

“En este caso, las autoridades no conocían de antemano sobre el ataque perpetrado por la insurgencia o, por lo menos, de ello no hay prueba en el expediente, razón por la cual es imposible declarar la existencia de fallas en la debida protección, seguridad y bienestar que deben dispensar a los ciudadanos las fuerzas del orden instituidas legítimamente para ello. 

“Así, lo que se tiene, en suma, es que los daños por cuya indemnización se reclama se produjeron como resultado de la actuación delincuencial y deliberada de un grupo ilegal armado, lo cual se traduce en un acto malintencionado de un tercero, y esto hace inviable, por supuesto, tener por probada la existencia de una falla en la prestación del servicio. 

“En esa forma, al no encontrarse acreditados los  elementos que estructuran la responsabilidad extracontractual del Estado, debe confirmarse la sentencia apelada …”
.

Posteriormente, la Sala sostuvo:
“… Es decir, contrario a encontrarse demostrado que la parte demandante o que las personas jurídicas aseguradas por ésta (el centro comercial Alfaguara o la Cacharrería La 14 S.A.) requirieron acompañamiento de la Fuerza Pública para evitar la concreción de amenazas en contra de los establecimientos comerciales, lo que la Sala observa es que ni la Policía ni el Ejército recibieron petición alguna en tales términos; por lo tanto, a pesar de que este último tenía conocimiento de la presencia del grupo guerrillero en el municipio de Jamundí para la época de los hechos -pues de hecho ejecutó operativos en su contra-, la irrupción de los subversivos en el mencionado centro comercial, en la madrugada del 8 de enero de 1999, le era imprevisible.

“Ahora, la Sala no puede dejar de lado que la parte actora también atribuyó una falta a la Administración, consistente en la prestación tardía del servicio de protección y defensa, pues, según su dicho, la Fuerza Pública tardó más de una hora en llegar al centro comercial Alfaguara, tiempo durante el cual los guerrilleros destruyeron y saquearon los locales que allí funcionan.

“…

“Así las cosas, no existen en el expediente suficientes pruebas que demuestren con claridad y certeza el tiempo que se tomó la Fuerza Pública para reaccionar ante el aviso que se le dio de la toma guerrillera y para llegar al centro comercial Alfaguara; por tanto, para la Sala no es posible entender que se configuró una conducta omisiva, descuidada, tardía y, en efecto, reprochable en cabeza de la parte demandada. 

“Por el contrario, quedó claro que las instituciones de la Fuerza Pública hicieron presencia en el lugar, obligaron la retirada de los insurgentes (sin que se haya generado enfrentamiento armado) y desactivaron las cargas explosivas que la guerrilla instaló allí para facilitar su huida; además, también se acreditó que los establecimientos comerciales afectados no estuvieron bajo inminente amenaza de una toma guerrillera o, por lo menos, no lo manifestaron así ante las autoridades competentes, de manera que no se puede endilgar a la Administración una falla en la prestación del servicio.

“Así, lo que se tiene, en suma, es que los daños por cuya indemnización se reclama se produjeron como resultado de la actuación delincuencial y deliberada de un grupo ilegal armado, lo cual se traduce en un acto malintencionado de un tercero, y esto hace inviable, por supuesto, tener por probada la existencia de una falla en la prestación del servicio. 

“En esa forma, al no encontrarse acreditados los elementos que estructuran la responsabilidad extracontractual del Estado, debe confirmarse la sentencia apelada …”

9. Condena en costas 

Dado que para el momento en que se dicta este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que solo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y, en el sub lite, ninguna de ellas actuó de esa forma, no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A :

PRIMERO: Confirmar la sentencia que dictó el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el 5 de octubre de 2007.
SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERA: Ejecutoriada esta providencia devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNÁN ANDRADE RINCÓN
MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� Fls. 221 a 245 c 5.


� Fls. 246, 247, 251 a 254 c 5.


� Fls. 267 a 286 c 1.


� Fls. 313 a 319 c 1.


� Fls. 472 a 476 c 1.


� Fls. 430 a 454 c 1.


� Fls.477 a 481 c 1.


� Fls. 484 a 500 c 1.


� Fls. 501 a 509 c ppal.


� Fls. 522 a 529 c ppal.


� Fls. 538 a 544 c ppal.


� La cuantía del proceso supera la exigida para que esta Corporación pueda conocer en segunda instancia de un proceso de reparación directa, de conformidad con la Ley 954 de 2005 - 500 S.M.L.M.V., que equivalía a $143’000.000, teniendo en cuenta que la demanda se presentó en el año 2001 y el salario mínimo para ese año se fijó en la suma de $286.000; por perjuicios materiales se solicitó la suma de $323’983.668.


� Código de Comercio. Artículo 1096: “El asegurador que pague una indemnización se subrogará, por ministerio de la ley y hasta concurrencia de su importe, en los derechos del asegurado contra las personas responsables del siniestro. Pero éstas podrán oponer al asegurador las mismas excepciones que pudieren hacer valer contra el damnificado ...”.


� Así lo sostuvo la Sala en la sentencia del 23 de julio de 2014, exp. 32.486 M.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.


� Fl. 182 c 5.


� Fls. 221 a 245 c 5.


� Fls. 3 a 5 c 5.


� Fls. 24 a 32 c 5.


� Fls. 33 y 34 c 5.


� Fls. 173 a 182 c 5.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 23 de julio de 2014, exp. 32.486 M.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 	


� Fls. 263 y 264 c 5.


� Fls. 265 y 266 c 5.


� Fl. 124 c 4.


� Fls. 129 y 130 c 4.


� Fls. 633 y 634 c 3.


� Fls. 3 a 45 c 4


� Al respecto se puede consultar entre muchos otros pronunciamientos la Sentencia de Unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado del 28 de agosto de 2014; exp 27.709 M.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.








� Cita del original: De lo anterior se desprende, entonces, que el título jurídico más correcto para determinar la responsabilidad de reparar un daño será aquel que pase el análisis como el más justo. Pero ¿Qué es lo justo?. Es bien sabido que el tema es particularmente álgido en nuestros días y admite muchos enfoques de escuelas del pensamiento jurídico. No obstante si partimos de la aceptación de que la justicia es dar a cada uno lo suyo según la celebérrima sentencia de Ulpiano podemos explorar una respuesta. En efecto, esta definición, permite comprender lo que es la injusticia, que contrario a reconocer el Derecho, implica desconocerlo, lesionarlo, negarlo. 


� Consejo de Estado. Sección Tercera, sentencia de 19 de abril de 2012, exp 21.515, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón.


� Corte Constitucional, sentencia C- 048 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de marzo de 2004, Exp. 13318, C.P. María Elena Giraldo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 23 de julio de 2014, exp. 32486. M.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 29 de abril de 2015, exp. 35.627. M.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.





